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SECCIÓN TERRITORIAL CASTILLA Y LEÓN
La Sección Territorial en Castilla y León de la Asociación de Jueces y Magistrados Francisco de Vitoria, ante la implantación de la Nueva Oficina Judicial en Burgos, quiere hacer constar: 

 

1.- El tiempo transcurrido desde la implantación de la NOJ en Burgos ha revelado numerosas y graves disfunciones organizativas, instrumentales, técnicas y estructurales que han provocado un injustificable retraso en la tramitación de los procedimientos, con el consiguiente perjuicio para ciudadanos y profesionales. 

 

2.- La imprevisión, improvisación y descoordinación con la que se ha acometido dicha implantación ha generado una situación que, de continuar en iguales condiciones, desembocará en breve en el colapso de la Administración de Justicia en la citada localidad, motivado por un sistema informático inoperante y rígido, por una inapropiada ordenación y una alarmante falta de medios personales, por la ausencia de una paralela e imprescindible digitalización de los expedientes judiciales, por una deficiente articulación procesal y por el incremento de la burocracia y la jerarquizacion. 

 

3.- En todo el proceso de implantación de la NOJ los Jueces y Magistrados de Burgos han sido ignorados y ninguneados, eludiéndose su participación incluso a efectos puramente consultivos, la cual, sin duda, hubiese evitado muchas de las deficiencias observadas, dada su cualificacion técnica. No sería admisible, por tanto, que en este momento se les atribuyese la más mínima responsabilidad por las consecuencias de una actuación planificada y ejecutada a sus espaldas.

4.- Exigimos la inmediata paralización del proceso de implantación de la NOJ hasta tanto se articulen todos y cada uno de los elementos materiales y presupuestarios precisos (adecuación de edificios, plantillas dimensionadas y formadas, implantación total de Lex Net, implantación del expediente digital, etc...), so pena de ocasionar un importantísimo e irreparable quebranto a la Administración de Justicia española.
5.- Resulta, en todo caso, imprescindible, el establecimiento de periodos transitorios de implantación progresiva por jurisdicciones y el examen particularizado de las necesidades y circunstancias de cada una en cada localidad, con plazos suficientemente amplios de adaptación y participación de todos los colectivos afectados.
